
 

 

 

 

 

 

Bogotá D.C., 26 de agosto de 2026 

Señores, 

Nicolas Antonio Barguil Cubillos 

Presidente 

Miguel Ángel Sánchez 

Secretario General 

Cámara de Representantes 

 

Ciudad. 

 

 

 Referencia: Radicación de Proyecto de Ley.   

En nuestra calidad de Congresistas del Honorable Congreso de la República, radicamos el 

presente Proyecto de Ley “Por medio de la cual se modifica el artículo 15 de la Ley 2586 del 

19 de junio de 2026 para incluir una infracción aduanera que prohíba la importación o 

exportación de bienes, productos o mercancías hacia y desde territorio aduanero nacional, 

que hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, transformados, distribuidos o 

comercializados a partir de trabajo forzoso u obligatorio y se dictan otras disposiciones” y 

que tiene como objeto establecer una infracción aduanera a partir de la prohibición de la 

importación al territorio aduanero nacional, de bienes, productos o mercancías que hayan sido, 

total o parcialmente, extraídos, producidos, manufacturados, transformados, distribuidos o 

comercializados mediante la implementación de trabajo forzoso u obligatorio.  

En atención a lo anterior, ponemos a consideración del Congreso de la República este proyecto 

para iniciar el trámite correspondiente y cumplir con las exigencias dictadas por la Ley y la 

Constitución. Adjunto se encuentra original en formato digital PDF con firmas y una copia en 

formato Word.  

Cordialmente,  

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

PROYECTO DE LEY ___ DE 2026 CÁMARA 

  

“Por medio de la cual se modifica el artículo 15 de la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 para 

incluir una infracción aduanera que prohíba la importación o exportación de bienes, 

productos o mercancías hacia y desde territorio aduanero nacional, que hayan sido extraídos, 

producidos, manufacturados, transformados, distribuidos o comercializados a partir de 

trabajo forzoso u obligatorio y se dictan otras disposiciones” 

EL CONGRESO DE COLOMBIA  

DECRETA: 

ARTÍCULO 1: OBJETO: La presente ley tiene por objeto modificar el artículo 15 de la Ley 

2586 del 19 de junio de 2026 para incluir una infracción aduanera que prohíba la importación 

o exportación de bienes, productos o mercancías hacia y desde territorio aduanero nacional, 

que hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, transformados, distribuidos o 

comercializados a partir de trabajo forzoso u obligatorio. 

 

ARTÍCULO 2: MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 15 DE LA LEY 2586 DEL 19 DE 

JUNIO DE 2026. Modifíquese el artículo 15 de la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 en el 

sentido de adicionar el subnumeral 15.2.1.7 al numeral 15.2.1. del artículo 15 de la Ley 2586 

del 19 de junio de 2026,el cual quedará así: 

“ARTÍCULO 15. INFRACCIONES ADUANERAS Y SANCIONES APLICABLES. 

Las conductas sancionables que a continuación se relacionan se aplicarán al usuario 

aduanero que incumpla las obligaciones previstas en el Decreto número 1165 de 2019 

o las normas que lo adicionen, sustituyan o modifiquen, así como las demás normas 

que determinen el cumplimiento de obligaciones aduaneras y de comercio exterior, 

prescindiendo del análisis de culpabilidad y sin perjuicio de los eventos eximentes de 

responsabilidad previstos en esta ley. 

(...) 

15.2. Infracciones de los Declarantes 

Las infracciones y las sanciones en que pueden incurrir los Declarantes en las 

diferentes operaciones aduaneras y de comercio exterior son las siguientes: 

15.2.1. Gravísimas 



 

 

 

 

 

15.2.1.1. No presentar la declaración especial de importación en los términos previstos 

en la normativa aduanera. La sanción aplicable será de multa equivalente al 100% del 

valor del impuesto sobre las ventas dejado de cancelar, sin que supere mil Unidades 

de Valor Tributario (1.000 UVT) por cada declaración. Esta sanción se aplicará 

exclusivamente al importador cuando este acepte su responsabilidad y se allane en los 

términos previstos en la presente ley; en cuyo caso no se impondrá a la agencia de 

aduanas. 

15.2.1.2. Declarar mercancías diferentes a aquellas que efectivamente se exportaron. 

La sanción aplicable será de multa equivalente a mil Unidades de Valor Tributario 

(1.000 UVT) por cada declaración. 

15.2.1.3. No pagar los tributos aduaneros, sanciones, intereses y/o rescate, según 

corresponda, teniendo la obligación legal o contractual de hacerlo. La sanción 

aplicable será de multa equivalente al cien por ciento (100%) del valor de los tributos 

aduaneros dejados de pagar, sin perjuicio de la exigibilidad del pago de los tributos 

aduaneros, intereses y rescate según corresponda, por cada declaración. Esta sanción 

solo aplica al importador y a la agencia de aduanas, según sea el caso. 

15.2.1.4. Consignar inexactitudes en las declaraciones aduaneras o no informar sobre 

los errores en los documentos que dan lugar al ingreso o salida de las mercancías de 

prohibida importación o exportación. La sanción aplicable será de multa equivalente 

a mil unidades de valor tributario (1.000 UVT) por cada operación. Esta sanción 

también aplica al transportador cuando actúe como declarante. 

15.2.1.5. Importar o exportar mercancías de prohibida importación o que por 

disposición de autoridad competente no puedan ingresar al territorio aduanero 

nacional, o someter a la modalidad de reembarque sustancias químicas controladas 

por el Consejo Nacional de Estupefacientes o la entidad que haga sus veces, o no 

reembarcar las mercancías a las que se refiere el artículo 383 del Decreto número 

1165 de 2019, o aquel que los sustituya, modifique o adicione. La sanción aplicable 

será de multa equivalente a mil unidades de valor tributario (1.000 UVT) por cada 

operación. Esta sanción también aplica al consignatario o destinatario de la mercancía 

bajo la modalidad de tráfico postal y envíos urgentes. 

15.2.1.6. No exportar las mercancías dentro de los términos y condiciones previstos en 

la normativa aduanera para la modalidad de importación temporal para 

procesamiento industrial y para los Programas Especiales de Exportación (PEX). La 

sanción imponible será de multa equivalente al cien por ciento (100%) del valor FOB 

de la mercancía dejada de exportar. Esta sanción solo aplica al importador y/o al 

titular de los programas especiales de exportación PEX, según corresponda. 

https://normograma.dian.gov.co/dian/compilacion/docs/decreto_1165_2019.htm#383


 

 

 

 

 

15.2.1.7. Prohibición de importación de productos y bienes fabricados con trabajo 

forzado u obligatorio. Se prohíbe la importación o exportación de bienes, productos o 

mercancías hacia y desde territorio aduanero nacional, que hayan sido extraídos, 

producidos, manufacturados, transformados, distribuidos o comercializados a partir 

de trabajo forzoso u obligatorio. La sanción aplicable será de multa equivalente a mil 

unidades de valor tributario (1.000 UVT) por cada operación. 

Para la aplicación de la prohibición prevista en el presente artículo será necesario que 

de forma previa se haya obtenido información objetiva, verificable y suficiente en 

relación con las medidas de trabajo forzoso que se identifican y se haya podido concluir 

de manera cierta e indiscutible que ha tenido lugar la utilización de trabajo forzoso en 

su extracción, producción, manufactura, transformación, distribución, 

comercialización o en cualquier otra etapa de la cadena de producción, suministro o 

venta del producto, bien o mercancía. 

Para efectos de la presente disposición, se entenderá por trabajo forzoso u obligatorio 

todo trabajo o servicio exigido a una persona bajo la amenaza de una pena cualquiera 

y para el cual dicha persona no se haya ofrecido voluntariamente, definición adoptada 

a partir de lo contenido en el artículo 1 del Convenio No. 29 de 1930 de la 

Organización Internacional del Trabajo, aprobado mediante la Ley 23 de 1967, así 

como las demás normas internacionales en la materia ratificadas por Colombia 

concordantes y aplicables a la definición. 

Las mercancías respecto de las cuales se determine la configuración de la prohibición 

prevista en el presente artículo estarán sujetas a las medidas de control aduanero, 

previstas en el artículo 7° de la presente ley. Así mismo, la adopción de estas medidas 

se sujetará al procedimiento descrito por el artículo 9° y podrá ser revisada por el 

Comité de Revisión de Aprehensiones en los términos del artículo 8°.  

Parágrafo 1°. Para la determinación de la información objetiva, verificable y suficiente 

a que se refiere el presente subnumeral, la Dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales -DIAN- podrá tener en cuenta, entre otras fuentes, los informes y listados 

elaborados por la Organización Internacional del Trabajo, por organismos 

multilaterales de derechos humanos y por autoridades extranjeras competentes en 

materia de prevención del trabajo forzoso en el comercio internacional, sin perjuicio 

de la información que de oficio recaude o que le sea allegada por cualquier persona 

natural o jurídica. 

Parágrafo 2°. El procedimiento para la investigación, determinación y aplicación de 

la prohibición y sanción previstas en este subnumeral se sujetará a lo dispuesto en el 

Decreto número 1165 de 2019, o las normas que lo adicionen, sustituyan o modifiquen, 

y, en lo no previsto en dicha normativa, a las disposiciones del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), 



 

 

 

 

 

garantizando en todo caso el derecho de defensa y contradicción del usuario aduanero 

investigado.” 

ARTÍCULO 3: VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de la fecha 

de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

FIRMAS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

PROYECTO DE LEY ___ DE 2026 

 

“Por medio de la cual se modifica el artículo 15 de la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 

para incluir una infracción aduanera que prohíba la importación o exportación de bienes, 

productos o mercancías hacia y desde territorio aduanero nacional, que hayan sido 

extraídos, producidos, manufacturados, transformados, distribuidos o comercializados a 

partir de trabajo forzoso u obligatorio y se dictan otras disposiciones” 

Honorables congresistas: 

Presentamos a consideración del Congreso de la República la presente exposición de motivos, 

que sustenta el proyecto de ley por medio del cual se modifica el artículo 15 de la Ley 2586 del 

19 de junio de 2026, con el fin de incluir una infracción aduanera que prohíba la importación 

o exportación de bienes, productos o mercancías extraídos, producidos, manufacturados, 

transformados, distribuidos o comercializados a partir de trabajo forzoso u obligatorio. 

El proyecto se estructura de la siguiente manera: 

1. Objeto 

2. Articulado 

3. Antecedentes legislativos 

4. Justificación 

5. Contexto histórico 

6. Contexto normativo y de derecho comparado 

7. Marco constitucional y legal 

8. Estudio de impacto fiscal 

9. Análisis sobre posibles conflictos de interés 

10. Referencias 

 

 

1. OBJETO 



 

 

 

 

 

El presente proyecto de ley tiene por objeto adicionar a la vigente Ley 2586 de 2026, un 

numeral que fortalezca la respuesta del aparato normativo Colombiano frente a la prevención, 

erradicación y lucha contra todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio, mediante el 

establecimiento de prohibiciones sobre la importación de bienes, artículos, productos, entre 

otros objetos sujetos a comercio que hayan sido desarrollados mediante trabajo forzoso durante 

cualquier parte de su etapa de creación.  

La medida obedece pues a la imperiosa necesidad de armonizar la normativa interna, con la 

Carta Magna y los compromisos internacionales suscitados particularmente de aquellos 

instrumentos que propenden la motivación de los derechos humanos y las medidas emanadas 

de los convenios de la OIT. Así mismo, la necesidad surge de la tendencia normativa que se 

encuentra dinamizada en la transformación normativa de diversos países bajo el horizonte de 

la aplicación de medidas encaminadas a garantizar la promoción de cadenas de suministro 

respetuosas de la dignidad humana. 

2. ARTICULADO 

El presente proyecto de ley está compuesto por tres (3) artículos, de la siguiente manera: 

● Artículo 1°. Objeto → Modificar el artículo 15 de la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 

para incluir una infracción aduanera que prohíba la importación o exportación de 

bienes, productos o mercancías producidos mediante trabajo forzoso u obligatorio. 

● Artículo 2°. Modificación del artículo 15 de la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 → 

Adiciona el subnumeral 15.2.1.7 al numeral 15.2.1. del artículo 15, tipificando como 

infracción gravísima la importación o exportación de bienes producidos, extraídos, 

manufacturados, transformados, distribuidos o comercializados a partir de trabajo 

forzoso u obligatorio, con sanción de multa equivalente a mil (1.000) Unidades de Valor 

Tributario (UVT) por cada operación. 

● Artículo 3°. Vigencia y derogatorias → La presente ley rige a partir de la fecha de su 

promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 

3. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS 

Debe precisarse que la Ley 2586 de 2026 no es una reforma más al régimen sancionatorio 

aduanero, sino el resultado directo de la declaratoria de inexequibilidad parcial del régimen que 

la precedía. En efecto, mediante Sentencia C-441 de 2021, M.P. Jorge Enrique Ibáñez Najar, 

la Corte Constitucional declaró inexequible el numeral 4 del artículo 5 de la Ley 1609 de 20131 

-ley marco de aduanas-, por desconocer los principios de legalidad, tipicidad y reserva de ley 

al remitir a la potestad reglamentaria la tipificación de infracciones y sanciones aduaneras. Ese 

                                                
1 Ley 1609 de 2013, “por medio de la cual se dictan normas generales a las cuales debe sujetarse el Gobierno 

Nacional para modificar los aranceles, tarifas y demás disposiciones concernientes al régimen de aduanas”. 



 

 

 

 

 

pronunciamiento decantó la discusión sobre si dicha materia está sujeta a ley marco o a reserva 

de ley ordinaria en favor de esta última, y obligó al Congreso a expedir un nuevo régimen legal 

completo, que se materializó en la Ley 2586 de 2026, sancionada dentro del término fijado por 

la Corte. La adición que aquí se propone se inscribe en la misma lógica constitucional: la 

prohibición de importar bienes producidos con trabajo forzoso, al tener vocación sancionatoria, 

solo puede introducirse válidamente mediante ley ordinaria, lo que confirma la pertinencia de 

tramitarla como proyecto de ley autónomo. 

Durante el trámite del Proyecto de Ley 312 de 2025 Senado – 463 de 2025 Cámara, acumulado 

con el Proyecto de Ley 331 de 2025 Senado “Régimen sancionatorio y de decomiso de 

mercancías en materia aduanera” se radicó una proposición aditiva orientada a incorporar en 

ese cuerpo normativo un artículo que prohibiera la importación de bienes producidos mediante 

trabajo forzoso u obligatorio. Dicha proposición no fue incorporada al texto definitivo, y el 

proyecto fue aprobado en las plenarias de Senado y Cámara el 10 de junio de 2026 y sancionado 

por el Presidente de la República como Ley 2586 de 2026 el 19 de junio de 2026, sin contemplar 

dicha prohibición. 

En consecuencia, el vacío normativo que la proposición buscaba subsanar dentro del trámite 

del régimen sancionatorio aduanero permanece vigente, lo que hace necesario tramitarlo ahora 

mediante un proyecto de ley autónomo que adicione expresamente un artículo de la Ley 2586 

de 2026. 

4. JUSTIFICACIÓN 

Planteamiento del problema 

El problema identificado que se pretende solucionar con el presente proyecto se enmarca en la 

identificación de prácticas de trabajo forzoso asociadas a actividades de importación y 

exportación de bienes o mercancías, especialmente las que tienen lugar en el marco de las 

actividades de venta, la producción, distribución o comercialización, de bienes o mercancías 

que hayan sido total o parcialmente extraídos, producidos, manufacturados, transformados, 

distribuidos o comercializados mediante trabajo forzoso. 

Al respecto, es pertinente señalar que, según las consideraciones incluidas en Reglamento (UE) 

2024/3015 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de noviembre de 2024 “Por el que se 

prohíben en el mercado de la Unión los productos realizados con trabajo forzoso y se modifica 

la Directiva (UE) 2019/1937”, en lo relacionado con la incidencia del trabajo forzoso en todo 

el mundo, se encuentra que: 

“El uso del trabajo forzoso está muy extendido en el mundo. Se calcula que alrededor 

de 27,6 millones de personas se encontraban en situación de trabajo forzoso en 2021. 

Los grupos vulnerables y marginados de la sociedad son especialmente susceptibles de 

ser presionados para que realicen trabajos forzosos. Dichos grupos incluyen a las 



 

 

 

 

 

mujeres, a los niños, a las minorías étnicas, a las personas con discapacidad, a las 

personas pertenecientes a las castas más bajas, a los pueblos indígenas y tribales, y a 

los migrantes, en particular a los indocumentados, quienes se encuentran en una 

situación precaria y trabajan en la economía informal. Incluso cuando no está 

impuesto por el Estado, el trabajo forzoso es a menudo consecuencia de la ausencia o 

la falta de buena gobernanza con respecto a determinados operadores económicos y 

una muestra de la incapacidad de un Estado para hacer cumplir los derechos sociales 

y laborales, en particular en los grupos vulnerables y marginados. El trabajo forzoso 

también puede tener lugar como consecuencia del consentimiento tácito de las 

autoridades. El 86 % de todos los casos de trabajo forzoso se produce en el sector 

privado, en particular mediante la explotación laboral forzosa de 17,3 millones de 

personas.”2  

En atención a lo anterior, se encuentra que la problemática del trabajo forzado tiene una real 

incidencia mundial, que amerita un tratamiento especial por parte de las legislaciones 

comunitarias pero principalmente de las de connotación nacional. 

En el caso particular de Colombia particularmente, encontramos que a pesar de la apertura 

económica con que cuenta el país de cara al comercio internacional, las medidas en torno al 

control, seguimiento, sanción y restricción del trabajo forzoso asociado a las actividades de 

comercio internacional son prácticamente nulas, todo lo cual repercute en deficiente 

información, carencia de datos, inexistencia de identificación de responsables y de un sistema 

sancionatorio que controle dichas prácticas. 

Si bien se encuentran referencias normativas que permiten identificar de forma clara la 

prohibición del trabajo forzado en Colombia, no se encuentra en Colombia una norma que 

realmente establezca las condiciones particulares de restricción del trabajo forzoso en relación 

con las relaciones comerciales internacionales y con de actividades tales como las de 

importación o exportación, ni existe instrumento normativo capaz de salvaguardar los intereses 

de las personas sometidas a trabajo forzoso y que además, responda a las exigencias 

internacionales que se tienen en materia de trabajo forzado en el marco de las relaciones de 

comercio internacional. 

Es tal la falta de regulación legal, que recientemente se han tenido efectos relacionados con la 

ineficacia de las medidas con que cuenta el país para prohibir la importación o exportación de 

bienes y mercancías cuya producción, comercialización, venta, manufactura, distribución y 

demás actividades asociadas han sido desarrolladas a partir de trabajo forzoso. Dentro de las 

consecuencias observadas en torno a esa carencia de prohibición mencionada, encontramos que 

                                                
2 Reglamento (UE) 2024/3015 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de noviembre de 2024, por el que 

se prohíben en el mercado de la Unión los productos realizados con trabajo forzoso y se modifica la Directiva 

(UE) 2019/1937. Pg .1. Numeral 2 de consideraciones. 

 



 

 

 

 

 

“La Oficina del Representante Comercial de los Estados Unidos (USTR) publicó el 2 de junio 

de 2026 un informe que concluye que Colombia, junto a otras 53 economías, ha fallado en 

prohibir e imponer efectivamente la importación de bienes producidos con trabajo forzoso.  

Este hallazgo constituye la base legal para que Washington imponga medidas arancelarias 

correctivas bajo la Sección 301 de la Ley de Comercio de 1974”3  

Tal como se observa, el efecto de la falta de prohibición y de instrumentos normativos eficaces 

trae consigo la afectación de relaciones comerciales internacionales de Colombia y de los 

productores y exportadores nacionales, de manera que es una necesidad imperiosa adelantar 

las medidas legislativas efectivas que solucionen tal problemática. 

Es necesaria la medida legislativa teniendo en cuenta que si bien se han adelantado iniciativas 

regulatorias, la eficacia de dichas medidas podría no ser completa, principalmente por el tipo 

de prohibición que se va a introducir en el ordenamiento jurídico relacionada con el régimen 

aduanero y comercio exterior que por sí misma tiene reserva de ley. 

En cuanto a lo anterior, vale la pena recordar lo considerado en la Sentencia C-441 de 2021, 

M.P. Jorge Enrique Ibáñez Najar -mediante la cual la Corte Constitucional declaró inexequible 

el numeral 4 del artículo 5 de la Ley 1609 de 2013 y precisó que la tipificación de infracciones 

y sanciones aduaneras está sujeta a reserva de ley ordinaria y no a ley marco-, en la cual se hizo 

referencia al principio de legalidad en los siguientes términos: 

“(...) El principio de legalidad aparece consagrado expresamente en el artículo 29 de 

la Constitución, al disponer que “nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 

preexistentes al acto que se le imputa”. 

157.   Aunque la jurisprudencia constitucional ha reconocido que en el derecho 

administrativo sancionador el principio de legalidad no se aplica con la misma 

rigurosidad exigible que en materia penal, dada la naturaleza de los bienes jurídicos 

involucrados, ello no excluye la obligación de que, siempre y en todos los casos, i) el 

comportamiento sancionable, ii) las sanciones, iii) los criterios para su determinación 

y, iv) los procedimientos previstos para la imposición de las sanciones estén 

previamente definidos, en forma suficientemente clara, en la ley.[108]  

158.   Al respecto, la Corte ha explicado que el principio de legalidad comprende una 

doble garantía: “La primera, de orden material y de alcance absoluto, conforme a la 

cual es necesario que existan preceptos jurídicos anteriores (lex previa) que permitan 

predecir con suficiente grado de certeza (lex certa) aquellas conductas infractoras del 

correcto funcionamiento de la función pública y las sanciones correspondientes por 

su realización. La segunda, de carácter formal, relativa a la exigencia y existencia 

                                                
3 AMCHAM COLOMBIA (2026), en Radar Legal, Edición del 3 de agosto de 2026. Reporte USTR – Sección 

301 – junio 3, 2026 .https://amchamcolombia.co/noticias-observatorio-estados-unidos/radar-legal-estados-

unidos-pone-bajo-escrutinio-a-colombia-por-trabajo-forzoso-implicaciones-para-sectores-y-empresas/  

https://amchamcolombia.co/noticias-observatorio-estados-unidos/radar-legal-estados-unidos-pone-bajo-escrutinio-a-colombia-por-trabajo-forzoso-implicaciones-para-sectores-y-empresas/
https://amchamcolombia.co/noticias-observatorio-estados-unidos/radar-legal-estados-unidos-pone-bajo-escrutinio-a-colombia-por-trabajo-forzoso-implicaciones-para-sectores-y-empresas/


 

 

 

 

 

de una norma de rango legal, que convalide el ejercicio de los poderes sancionatorios 

en manos de la Administración.”[109] (negrita fuera de texto) 

159.   Lo anterior obedece a que los principios de legalidad y de reserva de ley exigen 

que las limitaciones a los derechos de las personas sean establecidas directamente por 

el legislador. Así lo señaló la Corte en la Sentencia C-343 de 2006, en la que explicó 

que: 

“…del principio de legalidad propio del Estado de Derecho, en su acepción más 

amplia, se deriva el postulado conforme al cual sólo la ley puede imponer 

gravámenes, limitaciones o restricciones a las personas. Ello quiere decir que, 

sin perjuicio de las especiales facultades de regulación que la Constitución o la 

ley asignen a determinados órganos del Estado, el reglamento no puede ser 

fuente autónoma de obligaciones o restricciones para las personas.” (subraya 

dentro del texto original, negrita añadida) 

  

160.   De igual forma, en la Sentencia C-412 de 2015, M.P. Alberto Rojas Ríos4 -que 

si bien examinó la remisión reglamentaria en materia de sanciones por minería ilegal, 

fija una doctrina extensible por analogía a la materia aduanera-, la Corte precisó que: 

“Si bien es cierto que en materia sancionatoria la ley puede hacer remisiones a 

los reglamentos, -con el fin de complementar el tipo allí descrito-, también lo es 

que la remisión se encuentra limitada al núcleo esencial de lo que se ha 

estipulado en la ley. De allí que la tipificación para la descripción de la conducta 

y la sanción, corresponde por mandato constitucional al legislador, mientras que 

la aplicación de la misma para subsumir el hecho antijurídico al tipo descrito, 

corresponde a la administración.” 

161.   Por último, es importante agregar que, en materia sancionatoria, el principio 

de legalidad está estrechamente vinculado al principio de tipicidad. De manera 

particular, la doctrina especializada sostiene que la existencia de ambos principios en 

el derecho sancionatorio aduanero “exige que en materia de aduanas exista una 

normatividad sancionatoria clara, precisa, transparente, congruente, lógica y exacta, 

a partir de la cual se establezcan los medios de disuasión asertivos que el derecho 

pretende implementar para impedir que los usuarios aduaneros incurran en conductas 

reprochables, indeseadas y capaces de afectar los bienes jurídicos asociados con el 

comercio exterior.”5 

 

En ese sentido, se tiene que las sanciones y prohibiciones en materia administrativa, como la 

de asuntos aduaneros y de comercio exterior tienen reserva de ley, por lo que se considera 

pertinente que tal prohibición sea de iniciativa legislativa, para garantizar así su eficacia. 

 

                                                
4 Corte Constitucional (2015), Sentencia C-412, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
5 Corte Constitucional (2021), Sentencia C-441.M.P.Jorge Enrique Ibañez Najar 



 

 

 

 

 

Necesidad, conveniencia y alcance del proyecto 

El Estado Colombiano prohíbe el trabajo forzoso desde vieja data, sin embargo, dicha 

prohibición se ve limitada por el alcance de la delimitación de nuestras fronteras. Por ejemplo, 

los empresarios nacionales por incumplimientos a cualquier clase de violación de derechos 

laborales responden ante la multiplicidad de normas, mecanismos y órganos que prevé el 

Estado. Sin embargo, esto no sucede cuando un empresario trasnacional y/o extranjero, viola 

alguna de las disposiciones que se anhelan proteger en nuestra jurisdicción.  

De esta situación conviene precisar la necesidad de que los poderes del Estado y sus autoridades 

se encuentren facultados para ampliar su capacidad coercitiva con la finalidad de mitigar, 

evitar, prohibir y restringir la configuración de asimetrías.   

El problema dista de ser marginal puesto que la Organización Internacional del Trabajo calcula 

que alrededor de 27,6 millones de personas permanecen sometidas a trabajo forzoso en el 

mundo y que la explotación laboral genera ganancias ilícitas cercanas a los $236.000 millones 

de dólares anuales6.  

Buena parte de esos recursos no se queda donde se comete el abuso, sino que circula a través 

del comercio internacional, incorporándose en los bienes que se encajan en completa 

normalidad en los mercados.  

Además de lo anterior, el Estado no puede desechar la tendencia reciente de la dinámica 

internacional en materia de normatividad. Como se observó en el acápite de derecho 

comparado, múltiples jurisdicciones hoy han reforzado sus esfuerzos para impedir y cerrar sus 

puertas a las mercancías que provienen de economías donde el trabajo forzado es aceptado. Por 

ello, Colombia no se puede quedar atrás, y debe implementar e integrar un mecanismo propio 

con tal de no quedar expuesta al flagelo de convertirse en un destino donde se comercie esta 

clase de productos.  

Igualmente, se tiene una razón de equidad competitiva que suele pasarse por alto. La empresa 

colombiana que paga salarios afilia a seguridad social y cumple con la normativa laboral 

compite en el mismo anaquel con bienes cuyo precio se explica, precisamente, por el 

desconocimiento de esas garantías. Lejos de imponer una carga adicional al aparato productivo 

nacional, la medida nivela un terreno de juego que hoy termina castigando a quien cumple.  

La medida cierra un vacío de coherencia. Colombia ratificó los convenios fundamentales de la 

OIT, elevó la prohibición a rango constitucional y adoptó un plan decenal de derechos humanos 

que ordena prevenir y sancionar las vulneraciones cometidas por empresas nacionales y 

transnacionales. Lo que falta en nuestro ordenamiento jurídico es el instrumento que traslade 

esos compromisos al terreno donde hoy se materializa buena parte de tales vulneraciones y eso 

se materializa a través de una prohibición legal que tenga plena eficacia a la hora de impedir la 

                                                
6 Organización Internacional del Trabajo. Trabajo forzoso, formas modernas de esclavitud y trata de seres 

humanos | International Labour Organization  

https://www.ilo.org/es/temas-y-sectores/trabajo-forzoso-formas-modernas-de-esclavitud-y-trata-de-seres-humanos
https://www.ilo.org/es/temas-y-sectores/trabajo-forzoso-formas-modernas-de-esclavitud-y-trata-de-seres-humanos


 

 

 

 

 

importación de bienes extraídos, producidos, manufacturados, distribuidos o comercializados 

mediante trabajo forzoso. 

Adicionalmente, en el ordenamiento jurídico colombiano no se encuentra una prohibición 

específica como la aquí planteada, y las más similar es la contenida en el numeral 15.2.1.5. del 

artículo 15 de la Ley 2586 de 2026 en la cual se desarrolla una infracción gravísima del 

declarante en el siguiente sentido: 

“15.2.1.5. Importar o exportar mercancías de prohibida importación o que por disposición de 

autoridad competente no puedan ingresar al territorio aduanero nacional, o someter a la 

modalidad de reembarque sustancias químicas controladas por el Consejo Nacional de 

Estupefacientes o la entidad que haga sus veces, o no reembarcar las mercancías a las que se 

refiere el artículo 383 del Decreto número 1165 de 2019, o aquel que los sustituya, modifique 

o adicione. La sanción aplicable será de multa equivalente a mil unidades de valor tributario 

(1.000 UVT) por cada operación. Esta sanción también aplica al consignatario o destinatario 

de la mercancía bajo la modalidad de tráfico postal y envíos urgentes.” 

A pesar de la existencia de la prohibición antes mencionada, se tiene en cuenta que la misma 

no es suficiente para ser aplicable a los casos de importación o exportación de productos, bienes 

o mercancías cuya extracción, producción, comercialización, distribución o actividades de la 

cadena de suministro se realizaron con prácticas de trabajo forzoso, puesto que no se encuentra 

norma que prohíba de forma específica el trabajo forzoso y, para que una prohibición de tal 

envergadura tenga eficacia y esté ajustada al ordenamiento jurídico, se hace necesaria su 

descripción específica y precisa lo cual es necesaria para cumplir con el principio de tipicidad 

tal como lo ha determinado la Corte Constitucional en la precitada Sentencia C - 441 de 2021 

en la cual se consideró: 

“El principio de tipicidad o taxatividad consiste en la “exigencia de descripción especifica y 

precisa por la norma creadora de las infracciones y de las sanciones, de las conductas que 

pueden ser sancionadas y del contenido material de las sanciones que puede imponerse por la 

comisión de cada conducta, así como la correlación entre unas y otras. 

163.   Para que se pueda asegurar el cumplimiento de este principio, la Corte ha señalado 

que se deben reunir tres elementos, a saber: “Que la conducta sancionable esté descrita de 

manera específica y precisa, bien porque la misma esté determinada en el mismo cuerpo 

normativo o sea determinable a partir de la aplicación de otras normas jurídicas; (ii) Que 

exista una sanción cuyo contenido material este definido en la ley; y (iii) Que exista 

correlación entre la conducta y la sanción. (...)” 

 

Al revisar la normativa que pudiera prohibir la importación de productos, bienes o mercancías 

por trabajo forzoso realizado en alguna de las actividades descritas con anterioridad, se 

https://normograma.dian.gov.co/dian/compilacion/docs/decreto_1165_2019.htm#383


 

 

 

 

 

encuentra que no existe norma que cumpla con los requisitos de tipicidad antes señalado y que 

describa de forma precisa la prohibición, por lo que no es suficiente hacer remisión a otros 

instrumentos normativos que si bien están orientados a prohibir el trabajo forzoso u 

obligatorio, tal como los convenios 29 y 105 de la Organización Internacional del Trabajo, no 

contienen una norma específica que permita determinar una prohibición tal como la que aquí 

se propone, lo cual denota la importancia y necesidad de la propuesta de incluir la prohibición 

en mención a fin de contar con una descripción precisa y específica, que contenga una sanción, 

y que exista correlación entre ella y la sanción todo lo cual brinda seguridad jurídica a los 

destinatarios de la norma. 

 

Conclusiones 

 

A partir de lo considerado, se tiene que en Colombia no se cuenta con una norma de índole 

legal que prohíba de manera específica y precisa la importación o exportación de bienes, 

productos o mercancías hacia y desde territorio aduanero nacional, que hayan sido extraídos, 

producidos, manufacturados, transformados, distribuidos o comercializados a partir de trabajo 

forzoso u obligatorio, la cual es una medida legislativa necesaria teniendo en cuenta las 

apuestas que en materia de trabajo forzoso ha tenido Colombia y los compromisos 

internacionales que ha adquirido a partir de convenios como los convenios 29 y 105 de la 

Organización Internacional del Trabajo. 

 

Por lo anterior, se considera necesaria la medida legislativa aquí planteada y la misma tiene 

todas las condiciones necesarias para regular una materia que anteriormente no ha sido 

regulada en nuestro ordenamiento jurídico colombiano y que se fundamenta en razones de 

conveniencia y legalidad debidamente acreditadas. 

 

5. CONTEXTO HISTÓRICO 

El trabajo forzado es un fenómeno antiquísimo, sin embargo, resultó ser bastante reciente su 

determinación como concepto dentro del escenario internacional. Esta actividad, 

doctrinalmente entró en la órbita del debate desde la segunda mitad del siglo XIX, tras el 

proceso de industrialización europeo donde afloró el movimiento obrero, el cual denunció en 

su momento aunque con escaso eco institucional, las condiciones derivadas de jornadas 

extenuantes, la ausencia de pago de prestaciones y de cobertura en seguridad social, y los 

abusos recurrentes de los patronos hacia los trabajadores. 

La primera respuesta normativa de alcance internacional llegó varias décadas después, con la 

adopción del Convenio 029 de la Organización Internacional del Trabajo, de 1930, concebido 

inicialmente en el contexto de las colonias africanas sometidas al dominio de potencias 

europeas, y que distinguía entre el trabajo que las poblaciones colonizadas realizaban en sus 

propios territorios y el que se les exigía prestar directamente al servicio del Estado colonial. 



 

 

 

 

 

Con el tiempo, ese instrumento evolucionó hacia una protección de alcance universal, que es 

la que hoy recoge el ordenamiento colombiano. 

6. CONTEXTO NORMATIVO Y DE DERECHO COMPARADO 

El fenómeno del trabajo forzoso en las cadenas de suministro globales ha motivado una 

respuesta normativa acelerada por parte de las principales economías del mundo. En los últimos 

años, se ha consolidado una tendencia hacia la adopción de mecanismos de prohibición de 

importación como instrumento de política comercial y de derechos humanos, fenómeno que se 

ha intensificado particularmente a partir de 2022.  

a) Estados Unidos de América.  

En materia de importación de bienes producidos con trabajo forzoso, los Estados Unidos de 

América han incluido dentro de su régimen jurídico normativas especiales como la Sección 

307 de la Tariff Act de 1930 (19 U.S.C. - 1307), norma que veta el ingreso de mercancías que 

hayan sido extraídas, elaboradas o manufacturadas en todo o en parte con trabajo penitenciario, 

forzoso o en condición de servidumbre.  

Durante un largo periodo esta norma fue meramente de carácter simbólico, debido a la llamada   

“excepción de demanda consuntiva” que limitaba el accionar de la US Customs and Border 

Protection (CBP). La mentada excepción fue suprimida por medio de la Sección 910 de la 

Trade Facilitation and Trade Enforcement Act de 2016, lo que reactivó el instrumento y 

permitió un incremento significativo en su aplicación. 

Sobre esa base, en el año 2022 se aprobó la Uyghur Forced Labor Prevention Act “UFLPA”, 

que entró en vigencia desde el 21 de junio del mismo año. Esta medida trajo como innovación 

la “presunción refutable”, aplicable por región o por entidad, de la cual se presuma que los 

bienes extraídos, producidos o manufacturados sobre todo aquellos extraídos en la Región 

Autónoma Uigur de Xinjiang de la República Popular de China, o aquellos que provengan de 

entidades listadas en la UFLPA, fueron elaborados con trabajo forzoso. La carga de la prueba  

recae sobre el importador, lo que eleva significativamente el riesgo de cumplimiento. 7 

b) Unión Europea. 

La Unión Europea adoptó el Reglamento (UE) 2024/3015 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 27 de noviembre de 2024, por el que se prohíben en el mercado de la Unión los 

productos realizados con trabajo forzoso. 

                                                
7 Estados Unidos de América, Tariff Act de 1930, Sección 307 (19 U.S.C. § 1307); Trade Facilitation and Trade 

Enforcement Act de 2016, Sección 910; Uyghur Forced Labor Prevention Act de 2022, vigente desde el 21 de 

junio de 2022. 



 

 

 

 

 

A diferencia del modelo estadounidense, el Reglamento europeo no recurre a presunciones 

geográficas ni a listados previos de entidades. En su lugar, estructura el procedimiento en tres 

fases: (i) una fase preliminar de evaluación de riesgos, (ii) una investigación formal, y (iii) una 

decisión final que puede ordenar el retiro del producto del mercado, su destrucción o la 

denegación de entrada. La norma sitúa la carga de la prueba en la autoridad competente, no en 

el operador económico, y exige que las decisiones estén motivadas y sean susceptibles de 

revisión judicial. 

c) Reino Unido y Alemania.  

El Reino Unido, mediante la Modern Slavery Act de 2015, y Alemania, mediante su Ley de 

Debida Diligencia en la Cadena de Suministro (Lieferkettensorgfaltspflichtengesetz, LkSG), 

vigente desde 2023, optaron por un enfoque distinto al de prohibición directa de importación. 

Estas normas exigen transparencia y diligencia debida por parte de las empresas frente la 

obligación de publicar informes anuales sobre los riesgos de esclavitud moderna o violaciones 

de derechos humanos en sus cadenas de suministro, y de adoptar medidas para mitigarlos. Sin 

embargo, no establecen una prohibición de importación propiamente dicha, ni facultades para 

que la autoridad aduanera retenga mercancías en frontera.8 

d) Contexto Latinoamericano.  

América Latina por su parte experimentó una aceleración en materia de emisión normativa a 

lo largo de 2026, en estrecha relación con la investigación realizada por la Oficina del 

Representante Comercial de los Estados Unidos (USTR), bajo la Sección 301 de la Ley de 

Comercio de 1974, contra 60 economías por la carencia de mecanismos que resultaran efectivos 

contra la importación de bienes producidos mediante la utilización de trabajo forzoso. 

El resultado de esa investigación, fue publicado por la USTR el día 23 de julio de 2026 

mediante la “Fact Sheet: USTR Section 301 Action in Response to the Failure of 60 Economies 

to Ban Imports Produced with Forced Labor”. 9Este seguimiento confirmó que el factor tiempo 

no fue neutro toda vez que para aquellos Países que adoptaron su prohibición antes de la 

determinación final (Ecuador, Guatemala, Honduras, México, Argentina y El Salvador) 

únicamente se le generó arancel del 10%. Mientras que para aquellos Países que no adoptaron 

la prohibición o lo hicieron después de la decisión verbigracia, República Dominicana, Costa 

Rica, Panamá, Colombia, Brasil, Chile, Perú, entre otros; les fueron aplicados aranceles del 

12,5%. 

                                                
8 Reino Unido, Modern Slavery Act de 2015; Alemania, Gesetz über die unternehmerischen Sorgfaltspflichten in 

Lieferketten (Lieferkettensorgfaltspflichtengesetz, LkSG), vigente desde el 1 de enero de 2023. 
9 United States Trade Representative, “Fact Sheet: USTR Section 301 Action in Response to the Failure of 60 

Economies to Ban Imports Produced with Forced Labor”, 23 de julio de 2026. 



 

 

 

 

 

Los casos más relevantes en el panorama regional se encuentran en las siguientes legislaciones 

o acciones ejecutivas:  

● República Dominicana: Expidió el Decreto 502-26 el 23 de julio de 2026 con el cual 

facultó a su Dirección General de Aduanas para prohibir, mediante decisión motivada, 

la importación de mercancías vinculadas o provenientes del trabajo forzoso. 

● Ecuador: El Comité de Comercio Exterior (COMEX) aprobó la Resolución No. 005-

2026 de fecha 29 de abril de 2026, por medio de la cual se estableció una prohibición 

general de importación y creó un Equipo Técnico Interinstitucional con la tarea de que 

en noventa días se concretará el manual, durante el curso mismo del operativo del 

mecanismo. 

● Honduras: expidió su propia prohibición invocando expresamente los Convenios 29 y 

105 de la OIT y sus compromisos derivados del Tratado de Libre Comercio con 

Centroamérica, República Dominicana y Estados Unidos (CAFTA-DR). 

● Guatemala: Este país adoptó en su investigación el Acuerdo Ministerial 377-2026, que 

prohíbe la importación de bienes producidos total o parcialmente con trabajo forzoso.10 

La existencia formal de la prohibición no basta si no llega acompañada de capacidad 

institucional demostrable, ni si se adopta después de que la contraparte comercial ya tomó su 

decisión.  

7. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL 

7.1. Fundamento constitucional 

La Constitución Política de Colombia mediante su artículo 17 delimita el punto de partida 

obligado para entender la prohibición absoluta de la esclavitud, la servidumbre, la trata de 

personas y todas las formas de sometimiento de seres humanos:  

“se prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas sus 

formas" 

El anterior artículo no es un mero enunciado sobre una meta de realización progresiva a cargo 

del Estado, sino que se trata de una prohibición absoluta de carácter imperativo que vincula a 

todas las esferas del aparato estatal. Cualquier forma de sometimiento de una persona queda 

proscrita por el ordenamiento constitucional. 

Por su parte el artículo 93 de la CP, manifestó lo siguiente:  

“Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen 

los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, 

prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se 

                                                
10 República Dominicana, Decreto 502-26 del 23 de julio de 2026; Ecuador, Resolución No. 005-2026 del Comité 

de Comercio Exterior (COMEX), del 29 de abril de 2026; Guatemala, Acuerdo Ministerial 377-2026. 



 

 

 

 

 

interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 

humanos ratificados por Colombia.” 

Esta prohibición no opera de forma aislada. La constitución Política traslada mediante su 

artículo 93, la aplicación del bloque de Constitucionalidad, integrando todos los tratados de 

derechos humanos ratificados por Colombia al ordenamiento interno y prevalecen en él, razón 

por la cual los convenios fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en 

materia de trabajo forzoso han sido reconocidos como parte de este bloque. Su contenido, pues 

no funciona como referente externo ni como catálogo de buenas prácticas, sino que constituye 

un parámetro obligatorio de la actuación estatal y sirve también como criterio de validez para 

la normativa interna. 

Ahora bien, en materia de derechos económicos y libertad de empresa, el texto constitucional 

nos ofrece otra perspectiva: 

"ARTÍCULO 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, 

dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir 

permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. 

La libre competencia económica es un derecho de todos que supone 

responsabilidades. 

La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica 

obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el 

desarrollo empresarial. (...)" 

Leída en su integridad, la norma desvirtúa cualquier entendimiento de la libertad económica 

como un ámbito exento de límites. La Constitución la reconoce, ciertamente, pero acotada por 

el bien común y atada a una función social que se traduce en obligaciones exigibles a quien 

desarrolla la actividad empresarial. Allí reside el anclaje constitucional que habilita al 

legislador para demandar que la producción y la comercialización de bienes se realicen sin 

desconocer los derechos humanos ni las garantías laborales mínimas. 

A lo anterior se suma que el artículo 150, numeral 19, de la Constitución Política11 atribuye al 

Congreso la competencia de dictar las normas generales a las cuales debe sujetarse el Gobierno 

Nacional para modificar los aranceles, tarifas y demás disposiciones concernientes al régimen 

de aduanas, competencia que se ejerce, por regla general, mediante leyes marco. Sin embargo, 

la Corte Constitucional precisó en la Sentencia C-441 de 2021 que la tipificación de 

infracciones y sanciones aduaneras -a diferencia de la fijación de aranceles- escapa a esa 

competencia de ley marco y queda sometida a la reserva de ley ordinaria propia del derecho 

administrativo sancionador. Por ello, la prohibición que aquí se propone, al tratarse de la 

                                                
11 Constitución Política de Colombia, artículo 150, numeral 19. 



 

 

 

 

 

creación de una infracción y una sanción, debe tramitarse -como en efecto se hace- mediante 

ley ordinaria. 

Puestas, así las cosas, permitir que mercancías obtenidas mediante trabajo forzoso ingresen sin 

restricción al territorio nacional y circulen en el mercado colombiano resulta abiertamente 

incompatible con la Constitución. Equivaldría a aceptar que aquello que el artículo 17 prohíbe 

de manera categórica dentro de nuestras fronteras pueda generar efectos económicos legítimos 

cuando ocurre fuera de ellas. 

7.2. Marco legal interno sobre el trabajo forzoso 

La iniciativa se apoya, además, en un conjunto de normativas tanto nacionales e internacionales 

que proscriben el trabajo forzoso y demandan de los Estados medidas concretas para prevenir 

y sancionar. 

a) Implementación de compromisos internacionales. 

Colombia asumió esos compromisos desde temprano; mediante la Ley 54 de 1962 se aprobó 

el Convenio 105 de la OIT, sobre la abolición del trabajo forzoso, y con la Ley 23 de 1967 se 

hizo lo propio con el Convenio 29, relativo al trabajo forzoso u obligatorio. Uno y otro imponen 

al Estado el deber de suprimir esa práctica en todas sus manifestaciones.  

Posteriormente, el desarrollo legislativo amplió el alcance de estas disposiciones mediante la 

promulgación de La Ley 985 de 2005 que robusteció la respuesta institucional frente a la trata 

de personas incluyendo algunas de sus modalidades como la explotación laboral y el trabajo 

forzoso.  

b) Código Sustantivo del Trabajo 

Por su parte, es importante rememorar que el DECRETO 2663 DE 1950 también venía 

desarrollando el reconocimiento de la libertad del trabajador y rechaza toda prestación de 

servicios obtenida mediante amenaza, coerción, abuso de autoridad o cualquier otro medio que 

restringe o ilegítimamente su voluntad. 

c) Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos (PNADH) 

Recientemente, mediante el Decreto 585 del 5 de junio de 2026, el Gobierno Nacional adoptó 

el "Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos 2026-2036"12 con el cual se adiciona el 

Capítulo 9 al Título 7, Parte 1 del Libro 2 del Decreto 1081 de 2015. La finalidad de esa adición 

fue dotar al Estado de un instrumento de implementación, articulación, seguimiento y 

                                                
12 Decreto 585 del 5 de junio de 2026, “por el cual se adiciona el Capítulo 9 al Título 7, Parte 1 del Libro 2 del 

Decreto 1081 de 2015 y se adopta el Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos 2026-2036”. 



 

 

 

 

 

evaluación que ordene la política estatal en materia de derechos humanos en el marco del 

Sistema Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.  

El Plan proyecta su ejecución en metas de corto, mediano y largo plazo. Entre estas metas se 

encuentra el fortalecimiento de la justicia y la lucha contra la impunidad y la corrupción, como 

se encuentra establecido por el artículo 2.1.7.9.4.6.1 correspondiente al componente 6, que 

ordena implementar mecanismos de prevención, detección, sanción y reparación frente a las 

violaciones de derechos humanos cometidas por empresas nacionales o transnacionales. 

Bajo este último punto es donde la introducción de la prohibición de importar bienes 

producidos mediante trabajo forzoso encuentra su lugar como una medida complementaria que 

dota de eficacia a los objetivos ya trazados y refuerza la capacidad institucional del Estado para 

impedir que el mercado colombiano termine sirviendo como promotor o ente aquiescente de la 

comercialización de productos atados a prácticas contrarias a la dignidad humana como el 

trabajo forzoso.  

8. ESTUDIO DE IMPACTO FISCAL 

En lo atinente al impacto fiscal de los proyectos de ley, es indispensable remitirse a lo dispuesto 

en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003 que establece: 

“ARTÍCULO 7o. ANÁLISIS DEL IMPACTO FISCAL DE LAS NORMAS. En todo 

momento, el impacto fiscal de cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene 

gasto o que otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse explícito y deberá ser compatible 

con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. 

Para estos propósitos, deberá incluirse expresamente en la exposición de motivos y en las 

ponencias de trámite respectivas los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso 

adicional generada para el financiamiento de dicho costo.” 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en cualquier tiempo durante el respectivo trámite 

en el Congreso de la República, deberá rendir su concepto frente a la consistencia de lo 

dispuesto en el inciso anterior. En ningún caso este concepto podrá ir en contravía del Marco 

Fiscal de Mediano Plazo. Este informe será publicado en la Gaceta del Congreso. 

Los proyectos de ley de iniciativa gubernamental, que planteen un gasto adicional o una 

reducción de ingresos, deberá contener la correspondiente fuente sustitutiva por disminución 

de gasto o aumentos de ingresos, lo cual deberá ser analizado y aprobado por el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público. 

En las entidades territoriales, el trámite previsto en el inciso anterior será surtido ante la 

respectiva Secretaría de Hacienda o quien haga sus veces.” 



 

 

 

 

 

Al respecto, la Corte Constitucional, en la Sentencia C-116 de 2024, M.P. Cristina Pardo 

Schlesinger13 -que, si bien resolvió sobre la constitucionalidad de la Ley 2293 de 2023, 

aprobatoria de un protocolo comercial con la Unión Europea, fijó una doctrina general y 

vigente sobre los deberes derivados del artículo 7 de la Ley 819 de 2003-, consideró lo 

siguiente: 

“55. Para llegar a esta conclusión, con fundamento en la Sentencia C-110 de 2019, la Corte 

identificó un deber general y tres deberes especiales que se derivan del artículo 7 de la Ley 

819 de 2003. En su conjunto, tales deberes «constituyen un parámetro de racionalidad 

legislativa, que está encaminado a cumplir propósitos constitucionalmente valiosos, entre ellos 

el orden de las finanzas públicas, la estabilidad macroeconómica y la aplicación efectiva de 

las leyes». Por consiguiente, las obligaciones previstas en la citada disposición buscan reducir 

«el margen de incertidumbre respecto de la ejecución material de las previsiones 

legislativas»[61]. 

  

56. El deber general antes enunciado consiste en efectuar el análisis del impacto fiscal de 

todos los proyectos de ley que prevean una orden de gasto o un beneficio tributario.  Este 

análisis debe cumplir dos condiciones: ser explícito y ser compatible con el Marco Fiscal de 

Mediano Plazo. Con el objeto de satisfacer este deber general, dijo el tribunal, determinados 

sujetos deben cumplir los tres deberes especiales que se indican a continuación: 

  

1. El Congreso de la República: está obligado a incluir en la exposición de motivos y en las 

ponencias de trámite los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional 

generada para el financiamiento de esos costos (...)” 

 

Como en la presente iniciativa solo se está incluyendo una prohibición y sanción en el régimen 

sancionatorio aduanero, no se generan costos fiscales y no se encuentra una orden de gasto o 

un beneficio tributario, se crean entidades públicas, no se modifica la estructura del Estado 

como tampoco establece subsidios por lo que se concluye que con el proyecto de ley no se 

genera un impacto fiscal. Lo anterior sin perjuicio de que la aplicación efectiva de la 

prohibición pueda demandar de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN- el 

fortalecimiento de su capacidad técnica de investigación y verificación, lo cual no constituye 

una orden de gasto en los términos del artículo 7 de la Ley 819 de 2003, sino una consecuencia 

administrativa ordinaria de la función de fiscalización que ya le compete a dicha entidad. 

 

9. ANÁLISIS SOBRE POSIBLES CONFLICTOS DE INTERÉS 

                                                
13 Corte Constitucional (2024), Sentencia C-116, M.P. Cristina Pardo Schlesinger. 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=179348#_ftn61


 

 

 

 

 

De conformidad con los artículos 286 y 291 de la Ley 5ª de 1992, modificados por la Ley 2003 

de 201914, se configura conflicto de intereses cuando la discusión o votación de una iniciativa 

pueda reportar al congresista, a su cónyuge o compañero permanente, o a sus parientes dentro 

del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, un beneficio 

particular, actual y directo. 

El presente proyecto es de contenido general, impersonal y abstracto. Establece una prohibición 

de importación o exportación aplicable a la universalidad de los bienes que pretendan ingresar 

al territorio aduanero nacional o salir desde este, sin distinguir sectores económicos, operadores 

ni destinatarios individualizados, y su aplicación varía según la verificación objetiva realizada 

en el marco del uso de trabajo forzoso en la cadena de suministro, no de la identidad de quien 

realice la operación. Sus efectos se dirigen al fortalecimiento de la capacidad institucional del 

Estado en materia aduanera y de derechos humanos, de modo que no confiere ventaja alguna a 

los congresistas que participen en su trámite, ni a sus parientes en los grados señalados, así 

como no se reporta beneficio directo de la iniciativa. 
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